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zan pretensiones (demandas o eontestación, interposi­
ción de cualquier recurso) o provoca la indefensión de
alguno de los litigantes cuando cierra el paso a docu­
mentos probatorios o a las alegaciones.

En esta encrucijada, el camino correcto hubiera debi­
do ser distinto al que ha seguido la Sentencia cuyo razo­
namiento jurídico no comparto, aun cuando acepte el
fallo parcialmente. La solución, a mi entender, consistiría
en el reconocimiento de que, no siendo la Ley contraria
a la Constitución (art. 24), era sin embargo viable el
amparo. porque sujnterpretación por la decisión judicial
impugnada condujo a un resultado que anulaba o dis­
minuía la efectividad de la tutela judicial, en una Sen­
tencia interpretativa donde se condicionara la evi~ente

constitucionalidad del texto legal a una aplicación dis­
tinta que no impida en ningún caso el acceso a la justicia.
en todos sus grados, ni produzca indefensión alguna.

Madrid, a dieciséis de enero de mil novecientos
noventa y seis.-Rafael de Mendizábal Allende.-Fernan­
do García Mon y González Regueral.-Firmado y rubri­
cado.

Sala Segunda. Sentencia 311996, de 15
de enero de 1996. Recurso de amparo
2.81211993. Contra Sentencia, dictada en
apelación de la Audiencia Provincial' de
Madrid recaída en autos de resolución de con­
trato de arrendamiento. Vulneración ,del dere­
;;ho a la tutela judicial efectiva: omisión por
el órgano judicial de pronunciamiento sobre
el fondo del recursO.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don José Gabaldón López, Presidente; don
Fernando García-Mon y González-Regueral. don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam­
pos, don Caries Viver Pi-Sunyer, y don Tomás S. Vives
Antón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo 2.812/93 interpuesto por
don Vicente Ardid Navarro-Reverter, representado por
el Procurador don José Manuel Villasante García y bajo
la dirección del Letrado don Rafael Rivero Romero, contra
la Sentencia dictada en el rollo de apelación civil 53/93
por la Sección Undécima de la Audiencia Provincial de
Madrid, de 27 de julio de 1993. Ha intervenido el Minis­
terio Fiscal y ha sido parte don Ernesto Alarcón Sánchez
representado por la Procuradora doña María Salud Jimé­
nez Muñoz y bajo la dirección del Letrado don Luis de
Manuel Martínez. Ha sido Ponente el Magistrado don
Caries Viver Pi-Sunyer, quien expresa el parecer de la
Sala.

l. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 23 de
septiembre de 1993, se interpuso el recurso de amparo
que se deja mencionado en el encabezamiento y que
se fundamenta en los siguientes hechos:

a) Don Vicente Ardid Navarro-Reverter, en su con­
dición de arrendador, promovió el juicio de cognición
117/92 ante el Juzgado de Primera Instancia núm. 50
de Madrid. contra don Ernesto A1arcón Sánchez, en soli-

citud de la resolución del contrato de arrendamiento
de la vivienda ocupada por este último, alegando la causa
de denegación de la prórroga prevista en el arto 62.1
T.R.L.A.U.. por necesitarla para una hija.

Tras la oportuna tramitac.ión procesal, el Juzgado dic­
tó Sentencia el 17 de julio de 1992, en fa que desestimó
la demanda.

b) El demandante interpuso recurso de apelación,
mediante escrito de 25 de septiembre de 1992, en el
que se expusieron los motivos y alegaciones en que
se fundaba la apelación, de conformidad con lo dispuesto
en el art. 733 L.E.C., en su redacción actual tras la Ley
10/1992, y se pidió el recibimiento a prueba en la segun­
da instancia, solicitando la práctica de la prueba de reco­
nocimiento judicial que había sido denegada en la
primera. '

c) La parte apelada presentó a su vez escrito de
impugnación al recurso, de acuerdo con lo previsto en
el citado arto 733 L.E.C., y la Sala tras admitir la práctica
del reconocimiento judicial solicitado, que tuvo lugar el
23 de febrero de 1993, por providencia, de 28 de mayo
de 1993, acordó señalar para la deliberación, votación
y fallo del recur~o el día 21 de julio de 1993 a las 11,15
horas. No obstante, por otra providencia de 10 de junio
de 1993, se acordó rectificar la anterior resolución en
el sentido de señalar para dicho día la vista del recurso,
que fue notificada a los Procuradores de las partes el
día 16 de junio de 1,993.

d) , Celebrada la vista del recurso con la sola asis­
tenCia del Letrado del apelado. la Audiencia dictó la Sen­
tencia que ahora se recurre en amparo, el 27 de julio
de 1993, notificada el 27 de julio de 1993, en la que
se desestimó el recurso de apelación con el siguiente
razonamiento; «No habiendo compareCido a la vista la
parte apelante, pese a est¡;¡r citada en tiempo y forma
y cieSCOf!ociendo en consecuencia el Tribunal los motivos
del recurso, que f!1) puede(n) plantearse de oficio pues
ello resulta vedado por ios ;:r!s. 14 y 24.1 de la Cons­
titución, al suponer una actuación contraria al principio
de neutralidad, procede confirmar, por sus funciarii¡;r¡!oS
la SentenCia de instanCia e imponer al apelante las costas
del recurso por imperativo del arto 896 de la Ley de
Enjuiciamiento Civih).

2. La demanda funda la queja de amparo en la vul­
[leración del derecho a la tutela judicial efllctiva impu.
table a la Audiencia, al dictar una Sentencia de apelaCión
en la que no entró a pronunciarse sobre el fondo del
asunto, por desconocer los motivos del recurso, cuando
en el escrito de interposición se contenían las extensas
alegaciones formuladas al respecto, como expresamente
se reconoce en el segundo antecedente de la Sentencia.

Asimismo, alega que la inasistencia del Letrado a la
vista se debió a que éste fue sometido a una intervención
quirúrgica de estómago el 7 de juniO de 1993, para
cuya acreditaCión se acompaña un certificado médico
con la demanda de amparo, lo que motivó que nO pudiera
conocer el contenido de la providenCia de 10 de junio
de 1993 que rectificó la anterior c;!e 28 de mayo de
1993, teniendo constancia únicamente de esta última
que no contemplaba la celebración de la vista..

3. Por providenCia de 23 de febrero de 1994, la
Sección Cuarta acordó admitir a trámite el presente
recurso y tener por parte al Procuraaor compareCido
en nombre del recurrente y, de conformidad con el arto
51 LOTC, requirió al Juzgado de Primera Instancia núm.
50 de Madrid y a la Sección UndéCima de la AudienCia
Provincial de Madrid para que remitiesen testimonio de
los autos del juicio de cognición 117/92 y del rollo de
apelación 53/93; interesando al propio tiempo el empla-
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zamiento de cuantos fueron parte en el proceso judicial
antecedente, con excepción del recurrente, para que
pudieran comparecer en este proceso constitucional en
el plazo de diez días.

4. Por proYidencia de 19 de septiembre de 1994,
se acordó tener por recibidas las actuaciones solicitadas,
tener por parte a la Procuradora doña María Salud Jimé­
nez Muñoz, en nombre de don Ernesto Alarcón Sánchez,
y dar vista de' las actuaciones á las partes personadas
y al Ministerio Fiscal para que en el plazo común de
veinte días pudieran presentar las alegaciones que esti­
maran procedentes.

5. Por escrito registrado el 11 de octubre de 1994,
el recurrente formuló sus alegaciones en las que reitera
la petición de amparo y, en síntesis, estima que .este
Tribunal ha afirmado que el derecho al proceso justo
y la asistencia de Letrado exigen un llamamiento efectivo
de las partes, y que el derecho a la asistencia de Letrado
tiene por finalidad la objetiva protección de los principios
de igualdad de las partes y de contradicción, y la ausencia
de Abogado debe valorarse como lesiva del derecho
constitucional (SSTC 161/1985, 112/1987, 251/1987,
111/1988, 195/1990, 7.2/199>3, 103/1993,
162/1993, 236/1993 y 334/1993). Al respecto, la
incomparecencia del Letrado del recurrente a la vista
fue originada por la concurrencia de dos factores: el
error de la Sala al redactar la providencia de 28 de mayo
de 1993, y la posterior rectificación de la providencia
de 10 de junio de 1993, notificada el 16 de junio de
1993, y la intervención quirúrgi¡;a, y consiguiente inca­
pacidad laboral del Letrado director desde el 6 de junio
al 27 de julio de 1993. " .

A ello, haY'que añadir que· la Sentencia recurrida infrin­
ge el arto 24 C:E. cuando no entra en el fondo del asunto,
alegando desconocer los motivos de la apelación, Cuan­
do estos constaban en el oportuno escritl) de interpo­
sición. Por otra parte, el contenido de la tutela judicial
efectiva exige que se .<:!icta una Sentencia de fondo sobre
las pretensiones deducidas, y el órgano judicial tiene
e! deber de motillar y razonar de forma explícita su reso­
lución, máxime cuando tras la práctica de la prueba de
reconocimiento llevada a cabo existían nuevos elemen-
tos de prueba que valorar. '

6: Por escrito registrado el 14 de octubre de 1994,
l¡¡ representación de don Ernesto Alarcón Sánchez se
opone a la concesión del amparo y al efecto alega, en
primer lugar, que la versión con la que el recurrente
pretende justificar la inasistencia de su Letrado 8" la vista
del recurso es inverosímil, ya que resulta impensable
que un Abogado en ejercicio, con bufete abierto en
Madrid, a consecuencia de la intervención quirúrgica de
una hernia de hiato, tenga cerrado su 'despacho a cal
y canto más de· un mes y medio, permaneciendo inco­
municado frente a las notificaciones de los actos pro­
cesales, sin que personalmente o por sus colaboradores
no adopte las debidas medidas para el control y llevanza
de los asuntos que le venían encomendados.

Por otra parte, la lectura de la Sentencia recurrida
es suficiente para el rechazo del amparo. En ella se afirma
que «procede confirmar por sus propios fundamentos
la Sentencia de instancia.., por lo que se remite para
motivar su fallo a todos los razonamientos de la Sen­
tencia apelada, con lo que se da satisfacción a la exi­
gencia de motivación que impone el arto 120 C.E., sin
que la Sala tuviera en cuenta los argumentos expuestos
en el escrito de interposición, ál ser mera reproducción
de los alegados en la demanda ya desestimada en la
Sentencia de instancia, sin que la prueba practicada,
dada su irrelevancia, exigiera mayores comentarios.

7. El Fiscal. por escrito registrado el 17 de octubre
de 1994, entiende que es necesario estudiar si el supues­
to de este recurso de amparo tal y como lo invoca el
actor encaja dentro de la doctrina constitucional con­
solidada del contenido del derecho a la tutela judicial
efectiva.. La nueva regulación del recurso de apelación
(Ley 10/1992, de 30 de abril), modifica el art. 733 L.E.C.
que es aplicable en este caso pouemisión del art. 63
del Decreto de 21 de noviembre de 1952. La nueva
redacción del arto 733 L.E.C. impone al apelante la obli­
gación de exponer en el escrito' de formalización del
recurso las alegaciones en las que fund¡¡mente la impug­
nación.. E:sta obligación tiene una doble finalidad, por
un lado. que la otra parte del recurso conozca las ale­
gaciones del apelante y pueda impugnarlas por escrito
al dársele el correspondiente traslado (art. 734 L.E.C.),
y arbitre una adecuada defensa sin necesidad de esperar
al acto de la vista y, por otro lado, desplazar el momento
esencial del recurso de apelación al escrito de forma­
lización e impugnación desplazándolo de la vista oral
y, en consecuencia.. admitiendo la posibiligad de que
no se celebre vista (art. 736 L.E.C.). Esta regulación per­
mite ¡¡firmar que el acto de la vista oral ha perdido el
carácter esencial q'ue tenía en la anterior normativa del
recurso de apetación y, en consecuencia, si el apelante
no asiste a la misma, el órgano judicial puede dictar
Sentencia porque conoce la motivación del recurso y
la impugnación del apelado sin que el hecho de dictar
Sentenci.a vulnere el carácter rogado ni la bilateralidad
del proceso civil. La motivación de la apelación e impug­
nación están er! el proceso y conforman la pretensión
ir;npugnatoria, por lo que sin menoscabo de los principios
que rigen el proceso y de los derechos fundamentales
de las partes pUede ser contastada de una manera razo­
nada y fundamentada alcanzando de este modo el fin
de j'..!stk:ia material que constituye la finalidad del
proceso.

En las actuac.iones judiciales aparece que el actor,
de acuerdo con el arto 733 L.E.C., motivó el escrito de
formalización del recurso y el apelado impugnó dich.o
escrito, como expresamente reconoce la Sentencia que
se recurre en amparo, y por ello no tiene explicación,
desde una perspectiva constitucion¡¡1, que el Tribunal
no entre en el fondo del recurso y responda a la pre­
tensión impugnatoria dedl'cida, porque podría hacerlo
sin vulnerar ningún principio procesal, de acuerdo con
la legislación vigente. El acto de la vista de acuerdo con
la nueva legislación ha quedado sin la entidad procesal

. que la anterior legislación le concedía porque incluso
en el arto 736 L.E.C. se prevé la posibilidad de no celebrar
vista oral y. dictar Sentencia. El Tribunal no ha tenido
en cuenta esta normativa y sus posibilidades procesales
interpretadas en dimensión constitucional, y no ha dado
respuesta.ala pretensión deducida en el recurso de ape­
lación por una interpretación rigurosa de un trámite pro­
cesal que no tiene la transcendencia que la Sala le atri­
buye. El órgano judicial crea un obstáculo procesal inexis­
tente que le impide resolver la pretensión deducida sin
causa legal algun¡¡ que lo justifique lo que constituye
una violación del derecho fundamental a la tutela judicial
efectiva.

La alegación del recurrente justificando su falta de
asistencia a la vista carece de realidad, porque esta ina­
sistencia no es imputable al órgano judicial que cumplió
todas las prescripciones procesales respecto a la citación
del actor para la vista oral. Si éste no conoció la citación
en el momento oportuno, no se debió a negligencia del
Tribunal sino a causas que afectan a la falta de coor­
dinación entre la parte y su representante procesal, rela­
ciones ajenas al Tribunal y por ello sin transcendencia
constitucional.
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Por todo ello, se interesa la estimación del recurso
de amparo por vulnerar la resolución recurrida el derecho
a la tutela judicial efectiva consagrado en el arto 24.1
e.E.

8. Por providencia de 11 de enero de 1996, se seña­
ló para deliberación y fallo del presente recurso el día
15 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de. amparo tiene por objeto
determinar si la Sentencia de la Audiencia que se recurre.
en la medida en que se limitó' a confirmar la Sentencia
de instancia con fundamento en que. al no haber com­
parecido el Letrado del recurrente al acto de la vista
del recurso, desconocía los motivos de la apelación, ha
vulnerado el derecho a la tutela judicial efectiva del arto
24.1 e.E., al dictar una Sentencia de apelación que no
entró en el examen del fondo del asunto con apoyo
en una causa inexistente. pues los motivos de la ape­
lación fueron oportunamente expuestos en el escrito de
interposición del recurso que contenía las alegaciones
en que se sustentaba la impugnación, de conformidad
con lo previsto en el arto 733 L.E.e.

Ante todo. debe descartarse de nuestro análisis la
cuestión relativa a la causa que se aduce para justificar
la inasistencia del Letrado del recurrente al acto de la
vista del recurso, fundada en la intervención quirúrgica
a que fue sometido el Letrado, pues. además de que
esta circunstancia nunca fue alegada ante la Audiencia,
y es en este proceso de amparo donde por primera vez
se pone de manifiesto, el señalamiento de la vista, acor­
dado en la providencia de 10 de junio de 1993 para
el día 21 de julio de 1993 a las 11,15 horas, fue debi­
damente notificado al Procurador del demandante el día
16 de junio de 1993, por laque su desconocimiento
por el Letrado. que dice fue operado el 7 de junio de
1993. sólo puede imputarse a la propia falta de diligencia
procesal de los profesionales que ejercieron la defensa
jurídica del demandante y nunca a los órganos judiciales
que actuaron con toda corrección en este punto.

2. En nuestro sistema procesal. la segunda instancia
se configura. con algunas salvedades en la aportación
del material probatorio y de nuevos hechos (arts. 862
y 863 L.E.C.). como una revisioprioris instantiae, en la
que el Tribunal Superior u órgano ad quem tiene plena
competencia para revisar todo lo actuado por el juzgador
de instancia. tanto en lo que afecta a los hechos (quaestio
faet/) como en lo relativo a las cuestiones jurídicas opor­
tunamente deducidas por las partes (quaestio iuris), para
comprobar si la resolución recurrida se ajusta o no a
las normas procesales y sustantivas que eran aplicables
al caso, con dos limitaciones: la prohibición de la refor­
matio in peius. y la imposibilidad de entrar a conocer
sobre aquellos extremos que hayan sido consentidos por
no haber sido objeto de impugnación (tantum devolutum
quantum appellatum) (ATC 315/1994).

La motivación del recurso resulta. de este modo. esen­
cial para que el órgano ad quem pueda conocer los moti­
vos de impugnación de que es objeto la resolución ape­
lada. a la vez que permite que el apelado pueda con­
traargumentar frente a los alegatos del apelante y ejer­
cer, en consecuencia, adecuadamente su derecho a la
defensa en la segunda instancia con plena aplicación
de los principios de contradicción e igualdad.

En la primitiva regulación de nuestra Ley de Enjui­
ciamiento Civil la alegación de los motivos en que el
apelante fundaba el recurso y su refutación por el ape­
lado. quedaba reservada para el acto de la vista (ar!.
709 L.E.C.). Sin embargo, la Ley 10/1992 ha introducido
en el sistema una notable modificación cuando se trata

de reCursos de apelación contra Sentencias dictadas en
los juicios verbales y en los juicios de cognición. pues
ahora. en el propio escrito de interposición del recurso,
el apelante debe exponer las alegaciones en las que
base la apelación y, en su caso, solicitar la práctica de
la prueba en la segunda instancia (ar!. 733 L.E.C. y arto
62 del Decreto de 21 de noviembre de 1952). De igual
modo, una vez admitida la apelación. tras el oportuno
traslado del escrito de interposición al apelado. éste debe
formular las alegaciones que estime convenientes en
su escrito de impugnación o de adhesión al recurso (art.
734 L.E.C.).

La importancia que el legislador ha querido atribuir
. a los escritos de alegaciones de las partes, trasladando
.el momento de fundamentación de la apelación del acto
de la vista a .Ios escritos de interposición y de impug­
nación del recurso, con lo que la vista ha perdido su
carácter esencial para convertirse en un trámite no siem­
pre necesario que. no obstante. es obligado cuando se
practique prueba en la segunda instancia (art. 736
L.E.C.), trae consigo que el incumplimiento por el ape­
lante de la carga de motivar el escrito de interposición
con las alegaciones en que sustente la apelación. entrañe
la inobservancia de un requisito procesal esencial para
el correcto desarrollo del derecho a la tutela judicial efec­
tiva en la fase de recurso, cuya omisión'permitirá acordar
la inadmisión del recurso en la fase inicial del proce­
dimiento o. en su caso, facultará al órgano ad quem
para desestimar el recurso sin entrar en el fondo de
la pretensión impugnatoria (STC 64/1992).

3. Teniendo en cuenta la doctrina expuesta. es evi­
dente que si la Audiencia hubiera confirmado la Sen­
tencia de instancia. sin entrar en el examen de fondo
de la pretensión impugnatoria que expresa la apelación.
apoyándose en la ausencia en el escrito de interposición
del recurso de los motivos o fundamentos de la ape­
lación, su decisión sería plenamente ajustada al con­
tenido del derecho a la tutela judicial efectiva que garan­
tiza el arto 24.1 C.E.. pues estaria fundada en la falta
de un requisito esencial para el accE¡so al recurso, que
es causa legal suficiente para acordar su inadmisión o
desestimación.

Sin embargo, en el caso presente. como se reconoce
en los propios antecedentes de la Sentencia que se
lmpugna. tanto el apelante como el apelado formularon
sus alegaciones en sus respectivos escritos de interpo­
sición y de impugnación del recurso. con arreglo a lo
dispuesto en los arts. 733 y 734 L.E.C.. con lo que el
objeto de la apelación quedó perfectamente delimitado.
En este contexto. la Audiencia al limitarse a confirmar
la Sentencia apelada sin entrar en el fondo de las pre­
tensiones impugnatorias articuladas en el recurso de ape­
lación, otorgó a la inasistencia del Letrado del apelante
a la vista del recurso, unos efectos desproporcionados
con la entidad real de este trámite en la nueva regulación
del recurso de apelación; e infringió el derecho a la tutela
judicial efectiva del arto 24.1 C.E. al privar al demandante
de su derecho a obtener una decisión de fondo sin que
concurriera causa legal para ello. máx.ime cuando al
haberse practicado una prueba en la segunda· instancia
que fue denegada en la instancia, la Sala venía obligada
a razonar el valor o resultado de esta prueba y ponerlo
en relación con el problema debatido en el proceso.

FALLO

En atenclon a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,
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Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Vicente Ardid
Navarro-Reverter y. en consecuencia:

1.° Reconócer que la desestimación del recurso de
apelación sin entrar en el fondo de la cuestión planteada
vulnera el derecho del recurrente a la tutela judicial efec­
tiva (art. 24.1 C.E.).

2.° Restablecerle en la integridad de su derecho fun­
damental y anular la Sentencia. de 27 de julio de 1993.
de la Sección Undécima de la Audiencia Provincial de
Madrid. dictada en el rollo de apelación civil 53/93.

3.° Retrotraer las actuaciones al momento inmedia­
tamente anterior a dicha Sentencia para' que la Sala dicte
otra en la que resuelva el recurso de apelación conforme
a lo que resulte procedente en Derecho.'

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado». •

Dada en Madrid. a quince de enero de mil novecientos
noventa yseis.-José Gabaldón López.-Fernando Gar­
cía-MOR, y González Regueral.-Rafael de Mendizábal
Allende.-Julio Diego González CampoS.-earles Viver
Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Firmados y rubri­
cados.

sl¡¡~. Primera. Sentencia 4/1996. de 16
de·..enero .de 1996. Recurso de amparo
3.459/1993. Contra Sentencia del Juzgado
dfl,!o Social núm.. J 1de Maclrid.,qictada en
alJt,(Is sobre sanc/on laboral. VuIn(N'ac/ón ~I
cli/(/9Cho a comunicar Jipremenu,: información:
ejercicio lícito del derecho. Voto particular.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo. Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra. don Pedro Cruz Villalón. don
Enrique Ruiz Vadillo. don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera y don Javier Delgado Barrio. Magistrados. ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.459/93. promovido
por don Alberto Vendrell Remero. representado por la
Procuradora de los Tribunales doña Valentina López Vale­
ro y asistidO del Letrado don José Gabriel Antón Fer­
nández. contra la Sentencia del Juzgado de lo Social
núm. 11 de Madrid. de 18 de octubre de 1993. dictada
en autos sobre sanción. Han comparecido el Ministerio
Fiscal y «Metro de Madrid. S.A.». representado por el
Procurador don José Manuel Villasante García y asistido
del Letrado don José L Fraile Quinzaños. Ha sido Ponen­
te el Magistrado don Javier Delgado Barrio. quien expre­
sa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia
el 19 de noviembre de 1993 -registrado en este Tribunal
el 22 siguiente- la Procuradora de los Tribunales doña
Valentina López Valero. en nombre y representación de
don Alberto Vendrell Romero. interpuso recurso de
amparo contra la Sentencia del Juzgado de lo Social
núm. 11 de Madrid. de 18 de octubre de 1993.

2. La demanda se basa en los siguientes hechos:

al En el mes de mayo de 1993 el ahora recurrente.
trabajador del «Metro de Madrid. S.A.». dirigió a la Sec­
ción de Cartas al Director de los periódicos «El País»
y «El Mundo» sendas misivas que fueron publicadas bajo
el título de «Horas extras y paro» y «Horas extraordinarias
en el Metro de Madrid». respectivamente. del siguiente
tenor literal:

«En el año 1992 se hicieron en el Metro de
Madrid más de 1.700.000 horas extraordinarias.
tantas como para dar trabajo aproximadamente a
unos mil parados. Y. lo que es peor. en el presente
año no parece que el proceso se vaya a detener.

Ante este hecho quisiera hacer un llamamiento:

A determinados compañeros. para que. una vez
acabada su jornada laboral. abandonen sus puestos
de trabajo. dejándoselos a otros que lo necesitan.

A la Dirección del Metro de Madrid. con el fin
de que cubra cuanto antes las carencias crónicas
de plantillas que tiene.

Al Comité de Empresa. que con su lacónico silen"
cio está más que colaborando en la pervivencia
de esta situación.

Y a los· parados de la Comunidad de Madrid.
p¡¡r,a que envíen todas las cartas que puedan a
su, preside~te. exigiéndole el cumplimiento 'del arto
35 de nuestra Constitución. El y su Gobierno son
los que tiltflen la última .palabra .en este asunto.

, .
" Mie';tt~ eh EuroPa. b¡¡jo Eillem¡¡ trabajar menos
p¡¡ratr¡¡b~r todos. ,$f;l9$tán planteando. el reduci r
la jornada laboral ordinaria de los trabajadores.
aquí. en España. ni siquiera hemos empezado a
plantearnos si debemos eliminar la jornada laboral
extraordinaria para que puedan trabajar unos
pocos. no todos». '

El referido número de horas extraordinarias coincidía
.con la cifra que uno de los miembros del Comité de
Empresa manifestó en la asamblea de trabajadores cele­
brada el 29 de enero de 1993 con motivo de una con­
vocatoria de huelga para exigir la revisión salarial. pero
las realmente realizadas ascendieron a 132.855. extre-

, mo éste que puntualizó el Jefe del Gabinete de Rela­
ciones Externas de la empresa en cartas remitidas y tam­
bién publicadas en la misma Sección de los diarios.

bl La empresa impuso al recurrente una sanción
de tres dias de suspensión de empleo y sueldo por la
comisión de una falta muy grave. consistente en la publi­
cación en un periódico de difusión nacional de dicha
carta donde afirmaba que «en el año 1992 se hicieron
en el Metro de Madrid más de 1.700.000 horas extraor­
dinarias .... lo cual es absolutamente falso».

c) Impugnada en vía jurisdiccional. el Juzgado de
lo Social núm. 11 de Madrid. en Sentencia de 18 de
oClubre de 1993. estimó en parte la demanda revocando
sólo la calificación de la sanción que redujo a grave.
Tras razonar que el. derecho fundamental que podría en
su caso resultar afectado es el derecho a comunicar
libremente información veraz y no el derecho a la libertad
de expresión. porque el texto de la carta alude a un
hecho noticiable y en función del mismo se le sanciona.
concluyó. invoc¡¡ndo la doctrina sentada en la STC
6/1988. que la conducta no supuso un ejercicio legítimo
del derecho fundamental.


